LA LEY DE SOCIEDADES PROFESIONALES: ESTADO DE LA CUESTIÓN
1.- PLANTEAMIENTO.-

Transcurridos más de dos años desde la entrada en vigor de la Ley de Sociedades Profesionales, parece preciso constatar que una norma de tan gran calado en el marco de los servicios profesionales ha experimentado dudas y dificultades interpretativas a la hora de abordar su aplicación, del mismo modo que la actividad (o inactividad) normativa incide sobre la operatividad e incluso sobre la configuración de su marco regulador.

Por una parte, como cabía vaticinar ya desde el comienzo, la delimitación entre las sociedades profesionales estricto sensu, sujetas a la Ley y las llamadas sociedades de intermediación, excluidas de la misma, ha sido objeto de intensa controversia; además, se ha planteado la importante cuestión de si es posible la reactivación de la sociedad profesional disuelta ope legis por falta de adaptación, singularmente si había adoptado la forma de sociedad de responsabilidad limitada (sin duda, la más frecuente en el sector).

A ello se añade la falta del mismo desarrollo reglamentario que la propia Ley anunciaba y reclamaba, circunstancia seguramente no ajena al hecho de que el devenir político haya determinado que en poco más de dos años se hayan sucedido tres equipos ministeriales en elDepartamento de Justicia.

Pero sobre esta situación sobreviene la enorme tarea legislativa de transposición de la Directiva de Servicios, de momento cristalizada en la presentación de dos proyectos de ley, las llamadas “Ley paraguas” (que normativiza las criterios básicos de liberalización de la Directiva) y “Ley omnibus” (que modifica en detalle hasta 47 textos legales, incluida la Ley de Sociedades Profesionales), si bien el Gobierno anuncia con su presentación dos propósitos de singular relevancia: que la operación no se limita a acoger en nuestro ordenamiento jurídico las exigencias del Derecho comunitario europeo, sino que se aprovecha la ocasión para acometer una reforma estructural del sector; y que  en un futuro próximo se abordará un tercer pilar normativo con la Ley de Servicios Profesionales que, sin duda, puede suponer una importante reordenación del mismo.

Así pues, la breve historia aplicativa de la Ley de Sociedades Profesionales todavía se encuentra en proceso de definición de alguno de sus parámetros básicos y, sin embargo, ya se anuncian cambios importantes en la regulación.
2.- CONCEPTO DE SOCIEDAD PROFESIONAL VS. SOCIEDAD DE INTERMEDIACIÓN.

La Ley define a las sociedades profesionales como aquéllas que tienen por objeto el ejercicio en común de una actividad profesional.

· Es actividad profesional aquélla para cuyo desempeño se requiere:

· titulación universitaria, o titulación profesional para cuyo ejercicio sea necesario acreditar una titulación universitaria

· inscripción en el correspondiente Colegio Profesional.

· excepcionalmente, se aplica a la Auditoría de Cuentas, cuyo ejercicio no requiere en todos los casos titulación universitaria.

· Se entiende, en todo caso, que hay ejercicio en común de una actividad profesional cuando le sean atribuidos a la sociedad los derechos y obligaciones inherentes a la prestación de servicios profesionales, como titular de la relación jurídica establecida con el cliente.
Por lo que se refiere a la titulación universitaria, la sentencia del Juzgado de lo Mercantil núm. Uno de Málaga de 29 de junio de 2009 (en una impugnación judicial directa de la calificación negativa del Registro Mercantil), señala que la sociedad profesional no puede tener por objeto la profesión de administrador de fincas, por faltar el requisito de la exigencia de titulación universitaria.

En análogo sentido, las resoluciones de la Dirección General de los Registros y el Notariado de 5 y 6 de marzo de 2009 excluyen a las sociedades de auditoría de la necesidad de adaptación a la LSP y de la regla de exclusividad del objeto, dada la aplicación preferente de la Ley de Auditoría de Cuentas y que para desarrollar la profesión de auditor no es exigible en todos los casos titulación universitaria.

En cuanto al ejercicio en común, implica que la sociedad se constituye en centro subjetivo de imputación del negocio jurídico que se establece con el cliente o usuario, atribuyéndole los derechos y obligaciones que nacen del mismo y, además, que los actos propios de la actividad profesional de que se trate sean ejecutados o desarrollados bajo la razón o denominación social. 

Este último elemento sirve para diferenciar las sociedades profesionales aquellas cuya finalidad es simplemente la de proveer y gestionar en común los medios necesarios para el ejercicio individual de la profesión o la de comunicar las ganancias o la de realizar meras tareas de intermediación entre el cliente o usuario de los servicios y el profesional persona física que en nombre propio ha de desarrollarlos, incluso coordinando las diferentes prestaciones específicas seguidas (Resoluciones de la Dirección General de los Registros y el Notariado de 2 de junio de 1986 y 23 de abril de 1993): estas sociedades quedan extramuros de la nueva regulación, sin perjuicio de que se le aplique el mismo régimen de responsabilidad que a las sociedades profesionales si en la relación con el cliente fuera utilizada la razón social.

Las llamadas sociedades de intermediación no fueron en su momento sino una construcción destinada a hacer compatibles la tradicional doctrina adversa al ejercicio de la profesiones liberales por personas jurídicas, con la realidad del mercado, que imponía crecientemente, en el marco de un desarrollo empresarial, las utilización de formas societarias en el sector de los servicios profesionales. A tal efecto, se acudía a la ficción de que la sociedad no ejercía por sí la profesión en la relación con su cliente, sino que se limitaba a proporcionarle a éste los profesionales personas físicas que precisaba, aunque fueran socios o empleados de aquélla.

Por ello, está justificada la crítica que señala que la Ley de Sociedades Profesionales, que debía haber supuesto el fin de las sociedades de intermediación, finalmente las ha potenciado, al declarar la Exposición de Motivos su exclusión del nuevo marco regulatorio. Así, en la actualidad, desde un punto de vista material se puede intervenir en el mercado de servicios profesionales de una manera similar, por medio de dos instrumentos: la sociedad profesional, sujeta las garantías y controles de la LSP, y la sociedad de intermediación, liberada de los mismos. Para ello, bastará que en el objeto social se haga constar que se trata de una sociedad de intermediación.

Pero si la simple coexistencia de estas dos formas de actuación societaria ha sido objeto de crítica, las resoluciones hasta ahora dictadas por la Dirección General de los Registros y el Notariado en la materia marcan una línea tendencial (que seguramente merece y recibirá una segunda reflexión) que abona la expansión del concepto de sociedad de intermediación a costa del de sociedad profesional. A tal efecto, cabe señalar las siguientes resoluciones:

· RDGRN  de 21 de diciembre de 2007

Se trataba de la constitución de una sociedad que tenia un objeto mixto, que incluía en lo que nos interesa, servicios de asesoramiento técnico financiero, contable, comercial, fiscal, jurídico e industrial, junto con otras actividades como la promoción, construcción,  reparación y compraventa de edificios.

El Registrador  Mercantil  excluye del objeto las actividades que considera propias de una Sociedad Profesional.

La Dirección General de los Registros y del Notariado (DGRN) admite el recurso de la empresa, y permite la inscripción de tal parte del objeto, con las siguientes consideraciones:

1.- Que las actividades de servicios y asesoramiento similares a las descritas habrían sido ya admitidas como objeto de una sociedad de intermediación por RDGRN de 2 de junio de 1986.

2.- Que existían una serie de indicios que mostraban que la voluntad de los constituyentes, que valora el Notario, no era constituir una SP, sino de intermediación: su propio objeto mixto, que no cumpliera los requisitos de constitución de la LSP (capital, etc.), que se indicase expresamente que “ Si la Ley exige para el ejercicio de las actividades incluidas en el objeto social algún título profesional, éstas deberán realizarse por medio de persona que ostente la titulación requerida” y también la cláusula “ Quedan excluidas del objeto social aquellas actividades que por Ley tienen una regulación  especial”.

Dicha resolución ha sido anulada por la Sentencia de la Audiencia Provincial de  Valencia de 29 de abril de 2009.

En la misma, como puntos más importantes de su fundamentación, se señala: 

· “ El objeto social de la sociedad mercantil fijado en estatutos en la parte que se ha denegado el acceso registral, es claro, al referirse al asesoramiento entre otros extremos contable, fiscal y jurídico significando indudablemente una actividad profesional.”

· Y en la escritura “No hay nominación mención indicación o apostilla alguna  a que la sociedad sea de intermediación”; y “además tan significativo silencio  no se suple con el resto de cláusulas fundacionales y estatuarias, en el sentido de que en una interpretación sistemática conjunta o contextual, pudiera derivarse ese calificativo”. Ligando ello a la función Notarial, de indagación de la voluntad, la respeta, pero indica “Pues si esa es función del fedatario público, si éste ha silenciado por completo tal denominación o mención y se redacta ese objeto social en los términos expuestos, es porque la voluntad de los otorgantes no fue precisamente la de constituir esa sociedad de intermediación”.

· En cuanto a las cláusulas en las que la DGRN había fundado su decisión se indica  “se trata de cláusulas  de estilo que reflejan abstractamente  meros dictados legales sin mayor concreción u objetivación propia de la intención de los otorgantes”.

Por ello, se concluye  “...epílogo a tales razones es que se constituye una sociedad mercantil cuyo objeto social significativo de  su propia actividad a desplegar por tal entidad se encontraba el asesoramiento contable, fiscal y jurídico, sin mención ni expresión instrumental de elemento alguno sobre que dicho cometido fuese como intermediaria, por lo que la calificación negativa parcial del Registrador Mercantil ,dado que en dichas condiciones la Ley 15 de Marzo de 2007 impone el “deber” de constituirse en una sociedad profesional, fue correcta, procediendo la estimación de la demanda interpuesta por los actores iniciales y decretar la anulación de la resolución de la Dirección General de los Registros y Notariado de 21 de diciembre 2007 y ha de mantenerse la calificación negativa parcial del Registrador”.

· RDGRN  de 1 de marzo de 2008
Se trata de la inscripción de una escritura de adaptación a la LSP, constituyéndose una sociedad profesional, en que el objeto se definía del siguiente modo:  “La Sociedad tiene por objeto la realización de las actividades profesionales siguientes:

a) El asesoramiento en materia contable, la confección de libros de contabilidad y demás libros obligatorios y la elaboración de las cuentas anuales y de los informes de gestión.

b) La planificación y dirección de la organización contable, de la cantidad y de la administración.

c) La revisión, análisis y verificación de la contabilidad, de las cuentas anuales y de los informes de gestión de las empresas.

d) La mecanización, proceso de datos y tratamiento de la información empresarial

e) La emisión de los informes sobre la situación económica, financiera, comercial, contable y administrativa de las empresas

f) Revisión , diagnósticos, valoraciones y estudios económicos de empresas.

g) El análisis, estudio y planificación de inversiones y su financiación.

h) La constitución, disolución, liquidación y administración de empresas

i) El asesoramiento fiscal, la confección de todo tipo de declaraciones y la realización de gestiones y actuaciones tributarias en general.

j) El asesoramiento y gestiones laborales y de Seguridad Social.

k) La organización, administración y asesoramiento en general a empresas.”

El Registrador Mercantil deniega la inscripción, entre otras razones, por su carácter enumerativo y porque el objeto es en parte propio de otras profesiones tituladas no ostentadas por los socios profesionales.

La DGRN desestima el recurso, con el fundamento de que no es procedente una enumeración prolija, sino que basta referirse a la actividad profesional:  “... esa enumeración, relación,descripción o reseña de actividades y competencias que constituye objeto de debate no solo es insuficiente para, per se, caracterizar debidamente a la sociedad, sino que puede inducir a error acerca de la naturaleza de su objeto social en perjuicio de la propia social, de los terceros y del tráfico en general. Porque, o bien estas actividades serán en muchos supuestos compartidas con otros profesionales o auxiliares del comercio, lo que podrá dar lugar a cuestiones de competencia o compatibilidad, o es tan difícil que lleguen a enumerase de modo completo que pudiera pensarse que la persona jurídica no es un verdadero profesional por no contemplar en el artículo estatutario relativo al objeto social una actividad que en realidad sí es específica de su profesión (Así, esta Dirección General ha reiterado que la determinación de las actividades que integren el objeto social por el género incluye todas sus especies, de modo que la enumeración de éstas últimas tan solo tiene sentido cuando tenga por objeto excluirlas y no a la inversa, ante la práctica imposibilidad de hacerlo de forma exhaustiva y el consiguiente riesgo de que esa enumeración se entienda en el sentido de que tan sólo las incluidas en ella quedan integradas en el objeto y no las restantes –cfr., por todas, las Resoluciones de 11 de octubre RJ 1993, 7972 y 15 de noviembre de 1993 RJ 1993, 9118 , 22 de mayo RJ 1997, 3856 y 7 noviembre de 1997 RJ 1997, 8908 y 18 de noviembre de 199 RJ 199, 8449-) Asimismo, puede también suceder que por este procedimiento enunciativo lo que la Sociedad consiga sea incluir en sus estatutos un objeto prolijo y posiblemente genérico a fuerza de querer detallar y pormenorizar lo que con absoluta claridad se puede resumir con las palabras que la Ley utiliza: “el objeto social es el ejercicio en común de una profesión determinada”. Es evidente que, designada la profesión, sobra la descripción. Si un profesional, según la normativa vigente, puede ejercer todas esas actividades y está investido de unas concretas competencias, es indiferente que sea persona física o persona jurídica, y en este último caso, constituida como sociedad profesional, inscrita como tal en Registro Mercantil y en el del Colegio correspondiente, nada cambiará el hecho de que en su objeto social estatutario no aparezcan pormenorizadas y descritas todas y cada una de ellas; mientras que la seguridad jurídica en general se beneficiaría de esa exposición precisa e incuestionable del objeto social.”

· RDGRN DE 17 de enero de 2009

Se trata de la inscripción de una escritura de adaptación a la LSP, mediante la constitución de una sociedad profesional, en que se describía el objeto del modo siguiente: ”La sociedad tiene por objeto exclusivo la prestación de todo tipo  de servicios profesionales relacionados con la Abogacía y el asesoramiento de particulares y empresas en todo lo relacionado con la contabilidad, fiscalidad, asesoramiento laboral y de seguridad social y protección de datos”.
El Registrador Mercantil denegó la inscripción porque alguna de las actividades era propia de la profesión de graduado social, señalando que ninguno de los socios profesionales  lo era.

La DGRN estimó el recurso, admitiendo que no puede incluirse en el objeto de una SP una actividad profesional que no sea la propia de la titulación de uno de los socios constituyentes, pero que”... en el presente caso, en el que la sociedad  tiene por objeto la actividad profesional de abogacía y, en cambio, no se incluye en el mismo la de los Graduados Sociales, debe entenderse que podrá desarrollar todas aquellas actividades que puede ejercer un Abogado como persona física, entre ellas, las de asesoramiento laboral y de seguridad social, aun cuando éstas puedan ser desarrolladas por aquellos otros titulados- junto a otras que pudieran ser más especificas y privativas de los mismos, que no se han incluido en el objeto social”.

· Resolución DGRN de 28 de enero de 2009

Se trata de la inscripción de una escritura de cambio de domicilio social de la sociedad “L... Abogados SL”, cuyo objeto incluye actividades de “Asesoramiento, la tramitación, gestión, administración, representación, negociación, contratación, promoción, consulta y/o estudio de cualquier tipo de negocio jurídico, operación  o transacción, derecho o interés, o aspecto relacionado con la normativa aplicable, su interpretación, o cuestiones de carácter jurídico diverso en todas las ramas del Derecho...”, denegada por el Registrador al considerar que debería haberse adaptado a la LSP en el plazo señalado en su disposición transitoria primera (antes del 16 de diciembre de 2008).

La DGRN estima el recurso, en base a:

· El reconocimiento antes y después de la LSP de la existencia de “sociedades de intermediación”;

· La necesidad de interpretar, para apreciar si se trata de una verdadera sociedad profesional o de una sociedad de intermediación,  no sólo la cláusula del objeto social, sino todo el contrato social, incluido “el análisis del ejercicio de su objeto”. Reconoce, en todo caso, que “Esta labor interpretativa puede presentar cierta dificultad cuando la previsión estatuaria correspondiente carezca de la expresividad suficiente para revelar la índole y la forma de ejercicio de la actividad social, pero es evidente que la  inicial incertidumbre generada por el elemento gramatical no debe servir de excusa para denegar de manera concluyente el acceso al Registro Mercantil a los actos inscribibles causados por las sociedades afectadas ni tampoco para considerarlas excluidas sin más del ámbito de aplicación de la disposición transitoria primera de la Ley 2/2007”.   Por ello “Será preciso en tales casos acudir a los elementos de interpretación previstos en los artículos 1282 a 1289 del Código Civil, particularmente, por su especial idoneidad para solventar la cuestión examinada, el conocido como “criterio de la conducta interpretativa”, acogida por el articulo 1282 del citado cuerpo legal, cuyo cometido consiste en concretar la voluntad  negocial a través de los actos de ejecución del negocio.”
Pero, ante la inexistencia de fase probatoria en el procedimiento registral mercantil, concluye que  “ en los supuestos en que la definición estatutaria  del objeto social se muestre insuficientemente  expresiva sobre el carácter profesional de una sociedad en orden a la aplicación de la disposición transitoria  primera de la Ley 2/2007, dicho carácter no puede presumirse, a falta de una norma que así lo establezca”.

Todavía más, indica que “ Por lo demás,  aunque para la necesaria certidumbre del tráfico jurídico  sea conveniente que al formalizar los actos que hayan de acceder al registro de la compañía no comporta el desarrollo directo de una actividad profesional, lo cierto es que tampoco puede exigirse por el Registrador una manifestación expresa de tal índole, que la Ley no impone”.

-Dos resoluciones DGRN de 3 de junio de 2009.

Son referidas a la adaptación a la LSP fuera de plazo, por lo que el Registrador las consideró disueltas de pleno derecho. El centro directivo declara que no ha lugar a dicha disolución, con el fundamento de que no les era necesariamente de aplicación la LSP. Abundan, pues,  en la doctrina ya citada citan como antecedente la de 28 de enero de 2009, reproduce su fundamentos contrarios a la presunción de existencia de una sociedad profesional en el caso de sociedades preexistentes a la LSP, y añade: “en la redacción del artículo estatutario relativo al objeto social que parcialmente se transcribe en la nota de calificación aparece una relación, en cierto modo deslavazada, de actividades en la que, junto a tareas que, con arreglo al artículo 9.1 del Estatuto General de la Abogacía, pueden reputarse propias del ejercicio de tal profesión (así, la prestación de servicios de asesoramiento jurídico), se incluyen otras muchas cuyo desempeño no requiere la asistencia de un profesional ni constituyen el objeto de una profesión titulada y colegiada.

En todo caso, no puede descartarse que esa pluralidad de actividades incluidas en la definición estatutaria del objeto social –anterior a su modificación– no sea sino la especificación de una actividad proyectada para una sociedad que no es la propia de las sociedades profesionales stricto sensu, sino la de gestionar en común la prestación a terceros de un conjunto de servicios de diversa índole, facilitando al cliente la intervención de un profesional titulado –Abogado– cuando la categoría del encargo lo requiera.” 
· RDGRN DE 6 DE JUNIO DE 2009.

Abunda en la doctrina ya citada (RDGRN de 1-3-08) de que no procede enumerar actividades en el objeto, sino que, al constituir una SP, basta con referirse al ejercicio de la concreta actividad profesional, sin prejuzgar sobre la posibilidad de ejercitar actividades complementarias: ”En el presente caso, la propia disposición estatutaria no especifica la concreta profesión cuyo ejercicio constituye el objeto de la sociedad. Y, toda vez que, de las normas referidas, entre otras de la misma Ley [cfr. los artículos 6.2, 7.1.b), 8.2.d), 13, 17.2], resulta que en el diseño legal de la figura no hay sociedad profesional sin socios profesionales, es decir, sin «Las personas físicas que reúnan los requisitos exigidos para el ejercicio de la actividad profesional que constituye el objeto social y que la ejerzan en el seno de la misma» (artículo 4.1), tiene razón la Registradora al considerar que, por la composición subjetiva de la sociedad que pretende adoptar la cualidad de sociedad profesional, ha de tener como objeto social el ejercicio de la actividad propia de los odontólogos o estomatólogos.

Por ello, una enumeración de actividades como la que es ahora cuestionada no puede ser admitida, sin que deba ahora prejuzgarse sobre la posibilidad o imposibilidad de que alguna de tales actividades –como la de enseñanza sanitaria– pueda ser considerada como accesorias del núcleo propio del objeto profesional exclusivo de la sociedad de que se trata, de modo que éste no quedara desvirtuado por aquella actividad conexa.”

3.- LA REATIVACIÓN DE LA SOCIEDAD DISUELTA.-

La Ley de Sociedades Profesionales concedía un plazo de un año desde su entrada en vigor (el 16 de junio de 2007) para que las sociedades preexistentes que desarrollen en común actividades profesionales se adapten a la misma y soliciten su inscripción (para las sociedades no inscritas, como las civiles o las mercantiles irregulares) o la de la escritura de adaptación. 

Naturalmente, también cabría la llamada “adaptación negativa”, excluyéndose la sociedad del ámbito de aplicación de la Ley mediante la modificación del objeto social para convertirse de modo expreso en Sociedad de intermediación.

El incumplimiento de este plazo determina la aplicación de un régimen sancionador en cascada: durante un plazo suplementario de seis meses, se produce el cierre del Registro Mercantil, salvo para supuestos muy concretos y racionalmente cohonestados con la situación, entre los que destacan los relativos a la adaptación extemporánea a la Ley; expirado este último plazo, se contempla la disolución de pleno derecho de la sociedad.

El problema que se plantea inmediatamente es si la sociedad no adaptada, disuelta ope legis y cancelada en el Registro Mercantil, es susceptible de reactivación.

Nos decantamos claramente por la respuesta afirmativa, en coincidencia con la opinión expresada y publicada de JUANA DEL PULGAR, Catedrática de Derecho Mercantil de la Universidad Complutense de Madrid, sobre la base de que la Disposición Transitoria Primera de la Ley de Sociedades Profesionales toma como referencia normativa y copia el modelo de la Ley de Sociedades Anónimas de 1989, y ha sido constante doctrina de la Dirección General de los Registros y el Notariado la que admite la posibilidad de reactivación.

Mayores dificultades pueden plantearse en el caso de las sociedades de responsabilidad limitada, toda vez que su ley reguladora de 1995 excluye la posibilidad de reactivación en los casos de disolución de pleno derecho. No obstante, tal óbice debe ser superado si se tiene en cuenta:

· Que la única causa de disolución de pleno derecho consignada en la LSRL es la expiración del plazo por el que se constituyó la sociedad, que determina su fin automático, supuesto por entero diferente al que examinamos.

· Que la LSRL no podía contemplar nunca una causa de disolución consistente en la falta de adaptación a otra Ley doce años posterior.

4.- LA INCIDENCIA DEL PROYECTO DE LEY OMNIBUS.-

En las operaciones normativas de transposición de la Directiva de Servicios se contempló una reforma de gran calado en la Ley de Sociedades Profesionales.

Finalmente, el proyecto de Ley Omnibus introduce en esencia entre otras, dos modificaciones puntuales de singular importancia: de una parte, se visibiliza algo implícito en la Ley, cual es –en el marco de los principios comunitarios de libertad de establecimiento y libre circulación de servicios, que las sociedades profesionales  de países miembros de la Unión Europea podrán desarrollar su actividad en España, siempre que estuvieran constituidas y reconocidas como tales en su país de origen;  de otra, se rebaja el nivel de control de los socios profesionales en el capital o patrimonio social y en los órganos colegiados de administración, de las tres cuartas partes a la mayoría mitad más uno), si bien se previene que las decisiones de tales órganos colegiados requerirá en todo caso una mayoría de votos de los socios profesionales que los integren, cualquiera que sea el número de miembros concurrentes.

El texto del proyecto de Ley actualmente en tramitación parlamentaria es el siguiente:

“Artículo 6. Modificación de la Ley 2/2007, de 15 de marzo, de sociedades profesionales.

La Ley 2/2007, de 15 de marzo, de sociedades profesionales, queda modificada en los siguientes términos:

Uno. Se modifica el artículo 3, que queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 3. Sociedades multidisciplinares.

Las sociedades profesionales podrán ejercer varias actividades profesionales, siempre que su desempeño no se haya declarado incompatible por norma de rango legal.»

Dos. Se modifica el artículo 4, que queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 4. Composición.

1. Son socios profesionales:

a) Las personas físicas que reúnan los requisitos exigidos para el ejercicio de la actividad profesional que constituye el objeto social y que la ejerzan en el seno de la misma.

b) Las sociedades profesionales debidamente inscritas en los respectivos

Colegios Profesionales que, constituidas con arreglo a lo dispuesto en la presente ley, participen en otra sociedad profesional.

2. Como mínimo, la mayoría del capital y de los derechos de voto, o la mayoría del patrimonio social y del número de socios en las sociedades no capitalistas, habrán de pertenecer a socios profesionales.

3. Igualmente habrán de ser socios profesionales como mínimo la mitad más uno de los miembros de los órganos de administración, en su caso, de las sociedades profesionales. Si el órgano de administración fuere unipersonal, o si existieran consejeros delegados, dichas funciones habrán de ser desempeñadas necesariamente por un socio profesional. En todo caso, las decisiones de los órganos de administración colegiados requerirán el voto favorable de la mayoría de socios profesionales, con independencia del número de miembros concurrentes.

4. No podrán ser socios profesionales las personas en las que concurra causa de incompatibilidad para el ejercicio de la profesión o profesiones que constituyan el objeto social, ni aquellas que se encuentren inhabilitadas para dicho ejercicio en virtud de resolución judicial o corporativa.

5. Estos requisitos deberán cumplirse a lo largo de toda la vida de la sociedad profesional, constituyendo causa de disolución obligatoria su incumplimiento sobrevenido, a no ser que la situación se regularice en el plazo máximo de tres meses contados desde el momento en que se produjo el incumplimiento.

6. Los socios profesionales únicamente podrán otorgar su representación a otros socios profesionales para actuar en el seno de los órganos sociales.»

Tres. Se modifica el apartado 3 del artículo 9, que queda redactado en los siguientes términos:

«3. En los trabajos profesionales que se sometan a visado, éste se expedirá a favor de la sociedad profesional o del profesional o profesionales colegiados que se responsabilicen del trabajo.»

Cuatro. Se añade una disposición adicional séptima, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional séptima. Sociedades profesionales de países comunitarios.

Serán reconocidas en España como sociedades profesionales las constituidas como tales de conformidad con la legislación de un Estado miembro de la Unión Europea y cuya sede social, administración central y centro de actividad principal se encuentre en el territorio de un Estado miembro, siempre que hayan cumplido los requisitos previstos, en su caso, en dicho país comunitario para actuar como sociedades profesionales.

La prestación de servicios o el establecimiento en España de las sociedades antes referidas se ajustará a lo previsto en la normativa que regula el reconocimiento de cualificaciones profesionales y, en su caso, en la normativa de las corporaciones profesionales sobre establecimiento o ejercicio de profesionales comunitarios.»

Cinco. Se modifica la disposición final segunda, que queda redactada del siguiente modo:

«Disposición final segunda. Habilitación normativa.

1. Se autoriza al Consejo de Ministros para dictar cuantas disposiciones de aplicación y desarrollo de la presente Ley sean necesarias.

2. También se autoriza al Consejo de Ministros para dictar las disposiciones reglamentarias que sean precisas para adaptar la normativa sobre establecimiento o ejercicio de profesionales comunitarios a la naturaleza societaria del prestador de los servicios.»
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